
EJECUTIVO No. 110014105001 2012-00738-00
Ejecutante: Jairo Vélez Zapata
Ejecutado: Luis Orlando Romero Riveros

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C., 11 de noviembre de 2022.  Al despacho informando que la parte ejecutante allegó
escrito de solicitud de oficiar al GRUPO DOBLE A SAS. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este Despacho DISPONE: 

PRIMERO:  ACCEDER  a  solicitud  y  por  lo  tanto  OFICIAR al  GRUPO  DOBLE  A  S.A.S  ASESORIAS  JURIDICAS  E
INMOBILIARIAS con NIT 900.794.877-3, representada por la señora ADRIANA TORRES VASQUEZ o quien haga sus veces,
para que bajo la gravedad de juramento rinda cuentas de su gestión e informe el estado actual de los bienes que se dejaron en
custodia del ejecutado , en diligencia llevada a cabo el día 26 de junio de 2015 por la inspección 11 Distrital de policía según
despacho comisorio No. 0001 proferido por este despacho. 

SEGUNDO  :   MANTENER el expediente en la Secretaría, por el término previsto en el literal b del artículo 317 del Código
General del Proceso, para que las partes realicen el impulso procesal pertinente. 

TERCERO: PONER  en  conocimiento  el  expediente  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EmMtkLFfEQ1Ag5DQS5pmtdEBmk8adQbfeF58Azkve19osQ?e=I66RAk

  
Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso.

CUARTO  :   ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá 
ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA
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EJECUTIVO No. 110014103001 2017-00343-00
Ejecutante: Zulma Uliana Ramírez Hurtado
Ejecutado: José Leonardo Palma Ocampo

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C. 24 de octubre de 2022, al Despacho de la señora Juez, informando que se encuentra
pendiente  por resolver la  liquidación de crédito presentada por la parte ejecutante sobre la cual guardó silencio la parte
ejecutada.  Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este Despacho DISPONE:

PRIMERO:  MODIFICAR  la  liquidación  del  crédito  presentada  por  la  parte  ejecutante,  y  en  su  lugar  APROBAR  la
liquidación del crédito por la suma de  $ 11.984.371.

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que a pesar de que la liquidación de
crédito presentada por la parte ejecutada no fue objetada, se encuentra que al realizar el cálculo de los intereses desde la fecha
de exigibilidad y hasta el 31 de agosto de 2022, arrojan un subtotal de  $ 6.464.371. Adicionalmente, se observa que la parte
ejecutante no tuvo en cuenta el valor de las costas procesales del proceso ejecutivo

Así las cosas, el cálculo de la liquidación se efectuó como se muestra a continuación:

CAPITAL  $                      5.000.000

INTERESES MORATORIOS  $                      6.464.371
COSTAS EJECUTIVO - ARCHIVO 
22  $                         520.000

LIQUIDACIÓN DE CRÉDITO  $                    11.984.371

SEGUNDO  :   PONER EN CONOCIMIENTO de las partes el expediente digitalizado, a través del siguiente enlace: 

Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

TERCERO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  del  a  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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LABORALES DE BOGOTÁ
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SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA
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ORDINARIO No. 110014103001 2020-00201-00
Demandante: Transportes Joalco SA
Demandado: Colpensiones 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 15 de noviembre de 2022. Al despacho informando que la parte demandada allegó
certificado de pago de costas,  así  mismo se informa que,  consultado el sistema de títulos judiciales del Banco Agrario se
evidencian título judicial No. 400100008520302 por valor de $ 600.000. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023).

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: REALIZAR  la  entrega  del  título  judicial  No.  400100008520302 por  valor  de $600.000 a  favor  del  apoderado
WILMAN ARIEL BARRERA VARGAS con C.C. No. 79.709.686 y T.P. No. 181.633, dado que cuenta con la facultad de recibir,
de acuerdo al poder allegado a folio 01 del archivo No. 3 del expediente digital.  Esta entrega se realizará por parte de este
despacho, en asocio con la secretaría, a través del portal web del Banco Agrario de Colombia

SEGUNDO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Es4AIcm9jYtMqOS-
Iq505U4ByRxxct92cSDHHrCL44IOdg?e=BpKfbK

    
Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

TERCERO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129 

RAMA JUDICIAL
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LABORALES DE BOGOTÁ
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ORDINARIO No. 110014103001 2020-00254-00
Demandante: Oliva Moreno Gómez
Demandado: Colpensiones

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 15 de noviembre de 2022. Al despacho informando que la parte demandada allegó
certificado de pago de costas,  asimismo se informa que,  consultado el  sistema de títulos judiciales del  Banco Agrario se
evidencian título judicial No. 400100008569303 por valor de $ 100.000. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023).

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: REALIZAR la entrega del título judicial No. 400100008569303 por valor de $100.000 a favor del apoderado JAIRO
MORENO GÓMEZ con C.C. No. 79.404.997 y T.P. No. 133.938, dado que cuenta con la facultad de recibir, de acuerdo al poder
allegado a folio 27 del archivo No. 1 del expediente digital. Esta entrega se realizará por parte de este despacho, en asocio con
la secretaría, a través del portal web del Banco Agrario de Colombia

SEGUNDO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
ElDwz9_s8P9Jv5d1gG3kY40Bs4KkbIMjbtwbpB2sCiwUHw?e=npp6aA

    
Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

TERCERO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129 

RAMA JUDICIAL
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LABORALES DE BOGOTÁ
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SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
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ORDINARIO No. 110014105001 2020-00323-00
Demandante: Leonor Rodríguez Ballesteros
Demandado: Ana Ilse Fuentes Chacón 

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C., 25 de noviembre de 2022.  Al despacho informando que COLPENSIONES allegó
respuesta al oficio No. 345 de fecha 04 de noviembre de 2022. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: ORDENAR a la parte demandante  adelantar el trámite de notificación dispuesto  en los artículos 291 y 292 del
CGP, a la dirección física de la demandada ANA ILSE FUENTES CHACÓN, teniendo en cuenta la información suministrada
por COLPENSIONES en el archivo No. 21 del expediente digital.  

SEGUNDO: PONER  en  conocimiento  el  expediente  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EpgzQbkgRy9Ch6HwKgiVVfMBTn_hNn_2wllG3syXbVj8oA?e=GUu6aB

Se aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso.

TERCERO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

ORDINARIO No. 110014105001 2021-00049-00
Demandante: Alexandra Rovira Vergara
Demandado: Ana Mercedes Cabarcas Jiménez

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 15 de noviembre de 2022. Al despacho informando que la parte demandante allegó
sustitución de poder. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECONOCER  personería para actuar a  LILIANA PATRICIA MEDINA RIVAS  con C.C. No36.276.815 y T.P
111.196 del C.S. de la J, como apoderada de la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder conferido.

SEGUNDO:  REQUERIR a  EPS COMPENSAR ara que en el término perentorio de diez (10) días hábiles, informen a este
despacho sobre las direcciones electrónicas y físicas de notificación, así como de todo tipo de información de contacto con que
cuente  la  demandada  ANA  MERCEDES  CABARCAS  JIMÉNEZ con  C.C.  No.  51.679.312,  conforme  a  respuesta  del
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, vista en el archivo 18 del expediente digital. 

TERCERO:  PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
ErtqvjwRdglNo5wL5OPkQ5wBXL1Rghk8QSd6uNpsvunhFQ?e=m2brGQ

Se aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00108-00
Ejecutante: AFP Porvenir SA
Ejecutada: Endo Met Farma SAS

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C.,  15 de noviembre de 2022.  Al Despacho de la señora Juez,  informando que se
encuentra pendiente practicar la liquidación de costas dentro del presente proceso. De otra parte, se encuentra pendiente por
resolver la liquidación de crédito presentada por la parte ejecutante sobre la cual guardó silencio la parte ejecutada. 

Se procede a practicar la liquidación de costas a cargo de la parte demandada, del proceso de la referencia ordenada por la
Señora Juez, como a continuación aparece:

VALOR DE LAS AGENCIAS EN DERECHO:             $ 150.000,00
VALOR DE LOS GASTOS PROCESALES:                                                               $           0,00 
SIN MÁS QUE LIQUIDAR 
EL VALOR TOTAL ES: CIENTO CINCUENTA MIL PESOS ($ 150.000). Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho dispone:

PRIMERO: APROBAR la LIQUIDACIÓN DE COSTAS efectuadas por la Secretaría, de conformidad con lo previsto en el
artículo 366 del C.G.P.

SEGUNDO: MODIFICAR la liquidación del crédito presentada por las partes, y en su lugar APROBAR la liquidación del
crédito por la suma de $ 2.229.100

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que aun cuando la liquidación
aportada por la parte ejecutante no fue objetada, la misma no se encuentra ajustada a derecho, como quiera que no se tuvo en
cuenta el valor de las costas procesales del proceso ejecutivo.

Por lo tanto, se procedió a modificar la liquidación como se muestra a continuación:

CAPITAL DE LA OBLIGACIÓN $ 1.280.000

INTERESES MORATORIOS $ 799.100

COSTAS PROCESO EJECUTIVO $ 150.000

TOTAL: $ 2.229.100

TERCERO:  PONER  en  conocimiento  el  expediente  digital  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EluwhEcPGxpDmzV3ejqEEQsBzFmgW4XKs3QMaySKkHtI0w?e=0XRL8T

Se aclara que el anterior enlace se mantendrá actualizado con los memoriales allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso.

CUARTO:  ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en la  página  del  a  Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

Firmado Por:

Diana Marcela Aldana Romero
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00141-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantía Protección S.A.
Ejecutada: Aguas De Colombia Sociedad Por Acciones Simplificada SAS

 
INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C., 24 de enero de 2023, al despacho informando que no se llevó a cabo audiencia
programada para el día 24 de enero de 2023. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho RESUELVE:

PRIMERO:  DEJAR SIN VALOR EFECTO  auto  de fecha 06  de mayo  de 2022.  En  consecuencia,  relevar  a  MAURICIO
BETANCOURT CASTRO del cargo de curador ad litem para el cual había sido designado. 

Lo anterior dado que, la parte ejecutada directamente ya se encuentra debidamente notificada, por lo que no requería curador,
y enterada del trámite no presentó excepciones dentro del término otorgado en auto del 14 de febrero de 2022.

SEGUNDO: SEGUIR ADELANTE CON LA EJECUCIÓN para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el auto
de mandamiento de pago proferido el 28 de julio de 2021, por este despacho, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 440
del CGP.

Lo  anterior  dado  que,  la  parte  ejecutada  una  vez  notificada  NO  PROPUSO EXCEPCIONES,  NI  RECURSOS,  COMO
TAMPOCO ACREDITÓ EL PAGO DE LA OBLIGACIÓN conforme a los artículos 431 y 442 del CGP.

TERCERO: ORDENAR  a las partes que adelanten la LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO,  para lo cual  han de proceder de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 446 del CGP. 

CUARTO: Por secretaria PRACTICAR la liquidación de costas, del proceso ejecutivo, incluyendo en ellas como agencias en
derecho la suma de $500.000, con cargo a la parte ejecutada, de conformidad con lo normado en el artículo 366 del CGP

QUINTO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EniQWWJ_jn5Go6rvP8mt7C0BtSeLBDwQKgXwZmMZMhOcag?e=Pvc7vH

Se aclara que el anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

SEXTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá ser
publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime  
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

Firmado Por:

Diana Marcela Aldana Romero
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00145-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Protección SA
Ejecutada: YL Tecnología & Servicio SAS

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C.,  15 de noviembre de 2022.  Al Despacho de la señora Juez,  informando que se
encuentra pendiente practicar la liquidación de costas dentro del presente proceso. De otra parte, se encuentra pendiente por
resolver la liquidación de crédito presentada por la parte ejecutante sobre la cual guardó silencio la parte ejecutada. 

Se procede a practicar la liquidación de costas a cargo de la parte demandada, del proceso de la referencia ordenada por la
Señora Juez, como a continuación aparece:

VALOR DE LAS AGENCIAS EN DERECHO:             $ 290.000,00
VALOR DE LOS GASTOS PROCESALES:                                                               $           0,00 
SIN MÁS QUE LIQUIDAR 
EL VALOR TOTAL ES: DOSCIENTOS NOVENTA MIL PESOS ($ 290.000). Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho dispone:

PRIMERO: APROBAR la LIQUIDACIÓN DE COSTAS efectuadas por la Secretaría, de conformidad con lo previsto en el
artículo 366 del C.G.P.

SEGUNDO: MODIFICAR la liquidación del crédito presentada por las partes, y en su lugar APROBAR la liquidación del
crédito por la suma de $ 7.204.595.

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que aun cuando la liquidación
aportada por la parte ejecutante no fue objetada, la misma no se encuentra ajustada a derecho, como quiera que no se tuvo en
cuenta el valor de las costas procesales del proceso ejecutivo.

Por lo tanto, se procedió a modificar la liquidación como se muestra a continuación:

CAPITAL DE LA OBLIGACIÓN $2.919.760

INTERESES MORATORIOS $3.994.835

COSTAS PROCESO EJECUTIVO $ 290.000

TOTAL: $ 7.204.595

TERCERO:  PONER  en  conocimiento  el  expediente  digital  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
ErIYo37ZM0tMlPY51DwQ_AQBT6KUxI5GwAUCHNZDIyt6tA?e=v0woMS

Se aclara que el anterior enlace se mantendrá actualizado con los memoriales allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso.

CUARTO:  ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en la  página  del  a  Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

Firmado Por:
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00167-00
Ejecutante: Jorge Eduardo Amaya Guio
Ejecutada: Manuel Eduardo Casadiego Cárdenas

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C. 24 de octubre de 2022, ingresa al Despacho el proceso ejecutivo número 2021-00167-
00,  informando  que se  encuentra  vencido  el  término  de  traslado  de  la  liquidación  del  crédito  presentada  por  la  parte
ejecutante, sobre la cual no se pronunció la parte ejecutada. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este Despacho DISPONE:

PRIMERO:  MODIFICAR  la  liquidación  del  crédito  presentada  por  la  parte  ejecutante,  y  en  su  lugar  APROBAR  la
liquidación del crédito por la suma de $ 8.234.114.

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que a pesar de que la liquidación de
crédito presentada por la parte ejecutada no fue objetada, se encuentra que la parte ejecutante incluyó valores que no fueron
objeto de condena en el proceso ordinario No. 2019-613 y por lo tanto no hacen parte del auto que libro mandamiento de pago
de fecha 09 de junio de 2021. 

De otra parte, se observa que no se tuvo en cuenta las costas del proceso ordinario ordenadas en auto que libro mandamiento
de pago de fecha 09 de junio de 2021. 

Así las cosas, el cálculo de la liquidación se efectuó como se muestra a continuación:

CESANTÍAS $ 2.570.304

INTERESES A LAS CESANTÍAS $ 518.202

PRIMA DE SERVICIOS $ 2.570.304

VACACIONES $ 1.265.177

INDEXACIÓN A 31 DICIEMBRE DE 2022 $ 790.026

COSTAS ORDINARIO $ 520.100

TOTAL $ 8.234.114.

SEGUNDO: MANTENER el expediente en la Secretaría, por el término previsto en el literal b del artículo 317 del Código
General del Proceso, para que las partes realicen el impulso procesal pertinente. 

CUARTO  :   PONER EN CONOCIMIENTO de las partes el expediente digitalizado, a través del siguiente enlace: 
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EjRv3xLCJxOkA4wMsnC62MBB3dtxx48sHNiC6xzh_07eQ?e=csY2vq

 
Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

QUINTO  :   ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  del  a  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

Firmado Por:
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00337-00
Ejecutante: Jairo Iván Lizarazo Ávila
Ejecutada: José Gabino Anama Getial 

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  25  de  noviembre  de  2022.  Al  despacho  informando  que  la  parte
ejecutante allegó trámite de notificación del artículo 8° de la Ley 2213 del 2022, asimismo, se informa que, la parte
ejecutante allegó solicitud de medida cautelar. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: REQUERIR  a  la  parte  ejecutante  para  que  adelante  la  gestión  de  notificación  dispuesta  en  los
artículos 291 y 292 del CGP según lo dispuesto en el numeral 6° del auto de fecha 09 de agosto de 2021.

Lo  anterior  dado  que,  no  existe  prueba  alguna  que  permita  acreditar  que  la  dirección  de  correo
edil3110@yahoo.es a la que fue enviada la notificación pertenece a la parte ejecutada.

SEGUNDO:  DECRETAR el embargo y secuestro de la posesión del inmueble ubicado en la Manzana S casa 9
Panorámico 2da Etapa de Pasto-Nariño, de posesión de JOSÉ GABINO ANAMA GETIAL. En los términos del
numeral 3 del artículo 593 del C.G.P. 

TERCERO:  DECRETAR  las medidas cautelares solicitadas consistentes en el  EMBARGO Y SECUESTRO DE
LOS BIENES MUEBLES Y ENSERES,  que como de propiedad de la ejecutada se encuentren en la dirección
MANZANA S CASA 9 PANORÁMICO 2DA ETAPA de PASTO-NARIÑO, o en la dirección que se indique en
la respectiva diligencia. 

CUARTO: COMISIONAR al JUEZ DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE – REPARTO –
de la ciudad de Pasto –Nariño , para la práctica de la diligencia de EMBARGO Y SECUESTRO DE LOS BIENES
MUEBLES Y ENSERES,  que como de propiedad de la ejecutada se encuentren en la dirección  MANZANA S
CASA 9 PANORÁMICO 2DA ETAPA de PASTO-NARIÑO.

Por secretaría LIBRAR el despacho comisorio con los insertos del caso, otorgándole amplias facultades para que
designe secuestre, conforme a la lista de auxiliares de la justicia, en su orden y especialidad, de conformidad con
el artículo 8° de la Ley 2213 del 2022. 

QUINTO: OFICIAR a la oficina de REGISTRO ÚNICO NACIONAL DE TRANSITO – RUNT para que brinden
información respecto a los automotores que se encuentren registrados a nombre del ejecutado  JOSÉ GABINO
ANAMA GETIAL, identificado con CC 5.377.582

Por Secretaría, librar y tramitar el oficio respectivo de conformidad con el artículo 8° de la Ley 2213 del 2022.  

SEXTO: DECRETAR el  levantamiento del  EMBARGO Y RETENCIÓN de los  dineros que posea o llegare a
poseer la parte ejecutada en las cuentas corrientes, de ahorros o a cualquier título bancario o financiero en las
entidades bancarias relacionadas en el folio 14 del archivo No. 02 del expediente digital. Lo anterior, en atención a
la manifestación realizada por la parte ejecutante. Para el efecto, librar los oficios respectivos de ser el caso.  

SÉPTIMO:  Tener por prestado el juramento previsto en el artículo 101 CPT y SS, conforme a la manifestación
realizada en el escrito de la demanda ejecutiva.

OCTAVO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Eut43agj92VDoscrA5rjgFwB5stlV2-6O5UhoiVb4WI87A?e=4gGXxR

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00337-00
Ejecutante: Jairo Iván Lizarazo Ávila
Ejecutada: José Gabino Anama Getial 

NOVENO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00427-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Colfondos SA
Ejecutada:  Servi Clave SAS
 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C.,  15 de noviembre de 2022.  Al Despacho de la señora Juez,  informando que se
encuentra pendiente practicar la liquidación de costas dentro del presente proceso. De otra parte, se encuentra pendiente por
resolver la liquidación de crédito presentada por la parte ejecutante sobre la cual guardó silencio la parte ejecutada. 

Se procede a practicar la liquidación de costas a cargo de la parte demandada, del proceso de la referencia ordenada por la
Señora Juez, como a continuación aparece:

VALOR DE LAS AGENCIAS EN DERECHO:             $  2.400.000,00
VALOR DE LOS GASTOS PROCESALES:                                                               $               0,00 
SIN MÁS QUE LIQUIDAR 
EL VALOR TOTAL ES: DOS MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS ($ 2.400.000). Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho dispone:

PRIMERO: APROBAR la LIQUIDACIÓN DE COSTAS efectuadas por la Secretaría, de conformidad con lo previsto en el
artículo 366 del C.G.P.

SEGUNDO: MODIFICAR la liquidación del crédito presentada por las partes, y en su lugar APROBAR la liquidación del
crédito por la suma de $ 22.314.184

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que aun cuando la liquidación
aportada por la parte ejecutante no fue objetada, la misma no se encuentra ajustada a derecho, como quiera que no se tuvo en
cuenta el valor de las costas procesales del proceso ejecutivo.

Por lo tanto, se procedió a modificar la liquidación como se muestra a continuación:

CAPITAL DE LA OBLIGACIÓN $ 9.260.984

INTERESES MORATORIOS $ 10.653.200

COSTAS PROCESO EJECUTIVO $ 2.400.000

TOTAL: $ 22.314.184

TERCERO: DECRETAR las medidas cautelares solicitadas consistentes en el decreto y embargo de las cuentas
corrientes, de ahorros o a cualquier título bancario o financiero a las entidades bancarias relacionadas en el folio
03 del archivo No. 24 del expediente digital de conformidad con el artículo 599 del Código General del Proceso.
En consecuencia,  se dispone el  EMBARGO Y RETENCION de los dineros que posea o llegare a poseer la
ejecutada.

Por Secretaría deberán elaborarse los oficios correspondientes dirigidos a entidades bancarias relacionadas en el
folio 3 del archivo No. 24 del expediente digital.

En los oficios deben realizarse las advertencias dispuestas en el numeral 10 del artículo 593 del Código General
del Proceso y 1387 del Código de Comercio, y se indicará que, en caso de aplicar el embargo en una cuenta de
ahorros,  deberán  tenerse  en  cuenta  los  límites  de  inembargabilidad  dispuestos  por  la  Superintendencia
Financiera. 

Adicionalmente, deberá indicarse que la presente medida persigue el pago de obligaciones de NATURALEZA
PENSIONAL por lo que deberá precisarse la naturaleza de los recursos que maneja dicha entidad.

CUARTO: Tener por prestado el juramento previsto en el artículo 101 CPT y SS, conforme a la manifestación
realizada en el escrito de la demanda ejecutiva.

QUINTO: LIMITAR las presentes MEDIDAS CAUTELARES en la suma de $ 32.000.000.

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129

mailto:j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00427-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Colfondos SA
Ejecutada:  Servi Clave SAS
 
SEXTO:  PONER  en  conocimiento  el  expediente  digital  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ep34j8iSygVIrbS0HGfC4T0BWQmGauujzmqFPHZROFPxbQ?e=aNahAg

Se aclara que el anterior enlace se mantendrá actualizado con los memoriales allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso.

SÉPTIMO:  ORDENAR  que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI,  el cual también
deberá ser  publicado en la página del  a  Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-
causas-laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00441-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Porvenir SA
Ejecutada: Soluciones Eléctricas JD SAS

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C.,  15 de noviembre de 2022.  Al Despacho de la señora Juez,  informando que se
encuentra pendiente practicar la liquidación de costas dentro del presente proceso. De otra parte, se encuentra pendiente por
resolver la liquidación de crédito presentada por la parte ejecutante sobre la cual guardó silencio la parte ejecutada. 

Se procede a practicar la liquidación de costas a cargo de la parte demandada, del proceso de la referencia ordenada por la
Señora Juez, como a continuación aparece:

VALOR DE LAS AGENCIAS EN DERECHO:             $  20.000,00
VALOR DE LOS GASTOS PROCESALES:                                                               $           0,00 
SIN MÁS QUE LIQUIDAR 
EL VALOR TOTAL ES: VEINTE MIL PESOS ($ 20.000). Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho dispone:

PRIMERO: APROBAR la LIQUIDACIÓN DE COSTAS efectuadas por la Secretaría, de conformidad con lo previsto en el
artículo 366 del C.G.P.

SEGUNDO: MODIFICAR la liquidación del crédito presentada por las partes, y en su lugar APROBAR la liquidación del
crédito por la suma de $ 160.448.

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que aun cuando la liquidación
aportada por la parte ejecutante no fue objetada, la misma no se encuentra ajustada a derecho, como quiera que se incluyeron
intereses moratorios que no hacen parte de las sumas por las cuales se libró mandamiento de pago, asimismo, no se tuvo en
cuenta el valor de las costas procesales del proceso ejecutivo.

Por lo tanto, se procedió a modificar la liquidación como se muestra a continuación:

CAPITAL DE LA OBLIGACIÓN $ 140.448

COSTAS PROCESO EJECUTIVO $ 20.000

TOTAL: $ 160.448

TERCERO:  PONER  en  conocimiento  el  expediente  digital  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Et48YPCC3BdGucqNXsWTdXIBMlj-
zCDmBWegVJIJDEAAxQ?e=JeDAWs

Se aclara que el anterior enlace se mantendrá actualizado con los memoriales allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso.

CUARTO:  ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en la  página  del  a  Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

Firmado Por:
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EJECUTIVO No. 110014105001 2021-00498-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Protección S.A
Ejecutada: Grupo Centaurus Security LTDA

 
INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C., 18 de noviembre de 2022, al despacho informando que el curador ad litem de la
parte ejecutada allegó escrito de excepciones en contra del auto que libró mandamiento de pago. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho RESUELVE:

PRIMERO:  DEJAR SIN VALOR EFECTO  auto de fecha 26 de agosto de 2022. En consecuencia,  relevar a  FERNANDO
ARBOLEDA OVIEDO del cargo de curador ad litem para el cual había sido designado. 

Lo anterior teniendo en cuenta que, la parte ejecutada directamente ya se encuentra debidamente notificada, por lo que no
requería curador, y enterada del trámite no presentó excepciones dentro del término otorgado en auto del 17 de junio de 2022.

SEGUNDO: SEGUIR ADELANTE CON LA EJECUCIÓN para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el auto
de mandamiento de pago proferido el 05 de octubre de 2021, por este despacho, de conformidad con lo dispuesto en el Art.
440 del CGP.

Lo  anterior  dado  que,  la  parte  ejecutada  una  vez  notificada  NO  PROPUSO EXCEPCIONES,  NI  RECURSOS,  COMO
TAMPOCO ACREDITÓ EL PAGO DE LA OBLIGACIÓN conforme a los artículos 431 y 442 del CGP.

TERCERO: ORDENAR  a las partes que adelanten la LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO,  para lo cual  han de proceder de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 446 del CGP. 

CUARTO: Por secretaria PRACTICAR la liquidación de costas, del proceso ejecutivo, incluyendo en ellas como agencias en
derecho la suma de $700.000, con cargo a la parte ejecutada, de conformidad con lo normado en el artículo 366 del CGP

QUINTO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EiMERF4BCXdKlOqo4E4khl8BBlSLBjt7YAkli_Q8Q9PxzA?e=xYkdiY

Se aclara que el anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

SEXTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá ser
publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime  
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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ORDINARIO No. 110014105001 2021-00622-00
Demandante: Francisco Javier Giraldo Aguirre
Demandado: Colpensiones y otro

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  15  de noviembre  de 2022.  ingresa  al  Despacho informando  que  consultado  el
sistema de títulos judiciales se encontró depósito judicial a favor de la parte demandante. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO  :   REALIZAR la entrega del título judicial No.  400100008668983  por valor de $1.835.416 a favor de FRANCISCO
JAVIER GIRALDO AGUIRRE con C.C. No. 75.143.391. Esta entrega se realizará a través del portal web del Banco Agrario de
Colombia.

SEGUNDO: Una vez surtido lo anterior, ARCHIVAR DEFINITIVAMENTE EL PROCESO.

TERCERO  :   PONER EN CONOCIMIENTO el expediente digitalizado, a través del siguiente enlace: 

Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

CUARTO  :   ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00136-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Colfondos SA
Ejecutada: Zona E Editores Limitada

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C.,  15 de noviembre de 2022.  Al Despacho de la señora Juez,  informando que se
encuentra pendiente practicar la liquidación de costas dentro del presente proceso. De otra parte, se encuentra pendiente por
resolver la liquidación de crédito presentada por la parte ejecutante sobre la cual guardó silencio la parte ejecutada. 

Se procede a practicar la liquidación de costas a cargo de la parte demandada, del proceso de la referencia ordenada por la
Señora Juez, como a continuación aparece:

VALOR DE LAS AGENCIAS EN DERECHO:             $ 270.000,00
VALOR DE LOS GASTOS PROCESALES:                                                               $           0,00 
SIN MÁS QUE LIQUIDAR 
EL VALOR TOTAL ES: DOSCIENTOS SETENTA MIL PESOS ($ 270.000). Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho dispone:

PRIMERO: APROBAR la LIQUIDACIÓN DE COSTAS efectuadas por la Secretaría, de conformidad con lo previsto en el
artículo 366 del C.G.P.

SEGUNDO: MODIFICAR la liquidación del crédito presentada por las partes, y en su lugar APROBAR la liquidación del
crédito por la suma de $ 4.336.764.

Lo anterior, en aplicación de lo señalado en el numeral 3° del artículo 446 del C.G.P., dado que aun cuando la liquidación
aportada por la parte ejecutante no fue objetada, la misma no se encuentra ajustada a derecho, como quiera que no se tuvo en
cuenta el valor de las costas procesales del proceso ejecutivo.

Por lo tanto, se procedió a modificar la liquidación como se muestra a continuación:

CAPITAL DE LA OBLIGACIÓN $ 2.771.464

INTERESES MORATORIOS $ 1.295.300

COSTAS PROCESO EJECUTIVO $ 270.000

TOTAL: $ 4.336.764

TERCERO:  PONER  en  conocimiento  el  expediente  digital  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Enzfsk-
4b4RGiL_ifW531W0BJBNR12GnL6FCnKmxjRr4CA?e=lDaoQS

Se aclara que el anterior enlace se mantendrá actualizado con los memoriales allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso.

CUARTO:  ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en la  página  del  a  Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00287-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   Fundación Amor de mi Tierra 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 18 de noviembre de 2022. Al Despacho de la señora Juez, informando que CIFIN
S.A.S. – TransUnion allegó respuesta a oficio 311 del 04 de noviembre de 2022. Sírvase proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho dispone:

PRIMERO: DECRETAR las medidas cautelares solicitadas consistentes en el decreto y embargo de las cuentas corrientes, de
ahorros o a cualquier título bancario o financiero a las entidades bancarias relacionadas en el archivo No. 14 del expediente
digital de conformidad con el artículo 599 del Código General del Proceso. En consecuencia, se dispone el  EMBARGO Y
RETENCION de los dineros que posea o llegare a poseer la ejecutada.

Por Secretaría deberán elaborarse los oficios correspondientes dirigidos a entidades bancarias relacionadas en el l archivo
No. 14 del expediente digital.

En los oficios deben realizarse las advertencias dispuestas en el numeral 10 del artículo 593 del Código General del Proceso y
1387 del Código de Comercio, y se indicará que, en caso de aplicar el embargo en una cuenta de ahorros, deberán tenerse en
cuenta los límites de inembargabilidad dispuestos por la Superintendencia Financiera. 

Adicionalmente, deberá indicarse que la presente medida persigue el pago de obligaciones de NATURALEZA PENSIONAL
por lo que deberá precisarse la naturaleza de los recursos que maneja dicha entidad.

Deberán limitarse las presentes MEDIDAS CAUTELARES en la suma de $7.500.000

SEGUNDO:  PONER  en  conocimiento  el  expediente  digital  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ei2UsbyemgNGkHHWLWXCrkMBv6v5i6w9j3bIrHwODSCI1Q?e=dhQiZk

Se aclara que el anterior enlace se mantendrá actualizado con los memoriales allegados por las partes y las actuaciones
surtidas dentro del proceso.

TERCERO:  ORDENAR  que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también
deberá ser  publicado en la página del  a  Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-
causas-laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Celular - Whatsapp: 313 222 2129
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ORDINARIO No. 110014105001 2022-00388-00
Demandante: Javier Alonso Acevedo Coronado
Demandado: Teleperformance Colombia S.A. S

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  25  de  noviembre  de  2022.  Al  despacho  informando  que  la  parte
demandante allegó solicitud de sentencia anticipada. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C, veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: NO ACCEDER a la solicitud realizada por la parte demandante, dado que, dentro del expediente no
se evidencia el cumplimiento de los presupuestos del artículo 278 del Código General del Proceso, aplicable por
analogía prevista en el artículo 145 del CPTSS.

SEGUNDO: REQUERIR a la parte demandante para que dé cumplimiento al numeral segundo del auto del 22
de julio de 2022, esto es ADELANTAR el trámite de la notificación de la parte demanda, para lo cual podrá optar
por una de estas dos alternativas:

i) adelantar el trámite previsto en los artículos 291 y 292 del CGP, en armonía con el artículo 29 del CPTYSS con el
fin de lograr que el despacho pueda adelantar la notificación al demandado. 

Si la parte demandada no comparece a notificarse de la demanda con el envío del citatorio, la parte demandante
deberá enviar, sin necesidad de autorización previa, el aviso de que trata el artículo 292 del CGP, atendiendo a los
formatos publicados para tal fin en la página web del despacho https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n 

ii) adelantar el trámite del artículo 8° de la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, que estableció como legislación
permanente el Decreto 806 de 2020, para lo cual  deberá efectuar el envío de la notificación a la dirección de
notificaciones judiciales de la parte demandada, acreditando los siguientes requisitos: 
 
1. El envío de la providencia a notificar, esto es, el auto admisorio de la demanda y la presente providencia.

 
2. El envío del traslado y los anexos de la demanda en su totalidad. 

3. El  informe de la  manera en que  obtuvo el  correo  de la  parte  demandada  cuando esta  última no posea
certificado de existencia y representación legal o registro mercantil. 

4. La  remisión  de  la  notificación  con copia  al  correo  electrónico  del
despacho j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

5. Acreditar la trazabilidad del mensaje que permita colegir que la parte demandada dio acuse de recibo a la
notificación enviada o se pueda constatar que sí accedió al mensaje. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto por
la Corte Constitucional en Sentencia C-420 de 2020 que declaró exequible de manera condicionada el inciso 3º
del artículo 8° del Decreto 806 de 2020.    

Para lo anterior, podrá aportar la constancia de entrega expedida por las empresas de mensajería en la cual se
evidencie  que el  mensaje  electrónico fue  entregado de manera satisfactoria en la bandeja  de entrada del
destinatario. Igualmente, se informa que en caso de realizar la notificación a través del servicio de correo
electrónico Gmail podrá hacer uso del aplicativo “mailtrack” para tener por notificada a la demandada. 

6. En caso de que la dirección de notificación judicial electrónica de parte demanda no se encuentre registrada
en Cámara y Comercio o en el Registro Mercantil, el demandante deberá realizar la advertencia dispuesta en
el inciso 3° del artículo 29 del CPT y de la SS.   

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EsG9adU4k1hChUjq1WXtRq4BW8xuy4LiiDxqy51kahADZQ?e=tnp3pV

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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ORDINARIO No. 110014105001 2022-00388-00
Demandante: Javier Alonso Acevedo Coronado
Demandado: Teleperformance Colombia S.A. S

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO  :   ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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LABORALES DE BOGOTÁ
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SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00398-00
Ejecutante: Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantía Protección S.A.
Ejecutada: Indujuegos Industria de Juegos LTDA

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 25 de noviembre de 2022, al despacho informando que en el proceso de la referencia
la parte ejecutante allegó solicitud de oficiar bancos para materializar medida cautelar. Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho RESUELVE:

PRIMERO: REQUERIR al BANCO POPULAR y BANCO DE BOGOTÁ para que den respuesta y trámite a oficio No. 229
del 12 de septiembre de 2022. Para el efecto se le concede a las entidades bancarias el término improrrogable de quince (15)
días hábiles contados a partir de la notificación del oficio, so pena de dar aplicación al artículo 44 del Código General del
Proceso.

Por Secretaría, librar y tramitar los oficios respectivos de conformidad con el artículo 8° del Decreto 806 de 2020.  

SEGUNDO  :   OFICIAR a las centrales de riesgo EXPERIAN COLOMBIA SA y TRANSUNIÓN – CIFIN SA para que brinden
información respecto de las entidades bancarias (cuentas corrientes, cuentas de ahorros y/o CDT) en las que se encuentre
registrado la ejecutada INDUJUEGOS INDUSTRIA DE JUEGOS LTDA con NIT 830130293

Por Secretaría, librar y tramitar el oficio respectivo de conformidad con el artículo 8° de la Ley 2213 del 2022. 

 
TERCERO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/EhwAzpWx-
6dAnEfFv7El0uoB3GR345AaaVdHVeNYTYDvZg?e=dQUME2
  
Se  aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 320 3220344 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00914-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Porvenir SA
Ejecutada:   Gestiones y Suministros Gestionamos S.A.S  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  28 de noviembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 22 de noviembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00914. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00914-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Porvenir SA
Ejecutada:   Gestiones y Suministros Gestionamos S.A.S  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE BARRANQUILLA,  en atención a que el  presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica
GESTIONES Y SUMINISTROS GESTIONAMOS S.A.S, la cual tiene su domicilio en la ciudad de Barranquilla,
tal  y  como se  encuentra acreditado con el  Certificado de Existencia  y Representación Legal  expedido por la
Cámara de Comercio de Barranquilla.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EgIK0RvwnvVJmugnOc2m7bUBpHbuS7M-4JM477PioMbAxg?e=rslXGw

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00929-00
Ejecutante: Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías Porvenir SA
Ejecutada:   ARQCIVIL R SAS  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  02 de diciembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 28 de noviembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00929. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente es
el JUZGADO 001 LABORAL DEL CIRCUITO DE FUNZA, atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso es el  JUZGADO 001 LABORAL DEL CIRCUITO DE FUNZA, en atención a
que  el  presente  proceso  se  está  adelantando contra  la  persona jurídica  ARQCIVIL R SAS,  la  cual  tiene su
domicilio  en el  municipio  de Madrid,  tal  y como se encuentra acreditado con el  Certificado de Existencia  y
Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Facatativá. 

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO: ENVIAR a la Oficina Judicial - Reparto para que el presente proceso sea repartido al JUZGADO 001
LABORAL DEL CIRCUITO DE FUNZA. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EvXvIgBhWVdMgjNyxiZciA8BGisZU7GQxzjQ5UouXK9y6w?e=c3VBK8

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 05  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 30 de noviembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00940. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE BARRANQUILLA,  en atención a que el  presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica
SOCIEDAD PORTUARIA REGIONAL DE BARRANQUILLA S.A, la cual tiene su domicilio en la ciudad de
Barranquilla, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido
por la Cámara de Comercio de Barranquilla.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ejqj5kKWjQZBkQ9AunevrywBEdZPz6QOBe8ccfdRPGiNbg?e=i4ANbc

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  05 de diciembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 30 de noviembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00943. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00943-00
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE BARRANQUILLA, en atención a que el presente proceso se está adelantando en contra de RAÚL DE JESÚS
GÓMEZ GÓMEZ, la cual tiene su domicilio en la ciudad de Barranquilla, tal y como se encuentra acreditado con
el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Barranquilla.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Et3G7uY24PRNqC9rmRPxQ2sBsHW1kzwoTAcOpiwQSqOiuA?e=7PJ8Bl

Se  aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00967-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado: Cuerpo De Bomberos Voluntarios De Venecia

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  09 de diciembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 05 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00967. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso es el  JUZGADO LABORAL DEL CIRCUITO DE FUSAGASUGA,  atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00967-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado: Cuerpo De Bomberos Voluntarios De Venecia

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso es el JUZGADO LABORAL DEL CIRCUITO DE FUSAGASUGA, en atención
a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  CUERPO  DE  BOMBEROS
VOLUNTARIOS DE VENECIA, la cual tiene su domicilio en el Municipio de Venecia - Cundinamarca.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a la Oficina Judicial - Reparto para que el presente proceso sea repartido al  JUZGADO
LABORAL DEL CIRCUITO DE FUSAGASUGA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EhcsV6iqbZBAl7bZOOABZUoBZGekLSALF4NzZZLZnDAbTw?e=bQlZMe

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00970 00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   MUNICIPIO DE SILOS  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 09  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 05 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00970. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE CUCUTA, atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00970 00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   MUNICIPIO DE SILOS  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Ejecutada:   MUNICIPIO DE SILOS  

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE CUCUTA, en atención
a que el presente proceso se está adelantando contra el MUNICIPIO DE SILOS en el departamento de Norte de
Santander., y el monto de las pretensiones es superior a los 20 SMMLV.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE CUCUTA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ele07vZH2FtMvQgkOf_uNdAB3DPfsWG0htNlBuokBh0GAQ?e=z26Sr3

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00977-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   LORENZO TORRES RIASCOS SAS  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 06 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00977. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BUENAVENTURA, atendiendo el domicilio de la
entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00977-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   LORENZO TORRES RIASCOS SAS  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00977-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   LORENZO TORRES RIASCOS SAS  

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00977-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   LORENZO TORRES RIASCOS SAS  

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BUENAVENTURA,
en atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica  G LORENZO TORRES
RIASCOS SAS, la cual tiene su domicilio en Buenaventura-Valle del Cauca, tal y como se encuentra acreditado
con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Buenaventura.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BUENAVENTURA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EuIjjwou3idEpb7_RA7LcVoBJECFE2OVZOWHgiDcsDywkg?e=omWeRn

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00980-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   COVITRAN S.A.S  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 06 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00980. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE VILLAVICENCIO,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE VILLAVICENCIO,  en atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica
COVITRAN S.A.S,  la cual  tiene su domicilio en el Municipio de Barranca de Upía, tal y como se encuentra
acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal  expedido por la Cámara de Comercio de
Villavicencio.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DEL META.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Eszi9s5Z2bJPnyf49kuar9UBYpeC51GJrHU6FWqSM1CKHA?e=zda4UL

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ

SECRETARIA

Firmado Por:

Diana Marcela Aldana Romero

Juez Municipal

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 1

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 7c56751b6c8b4d4fc906888717c1c82739d91d146149d7be0d1b7c6a46c8ba28

Documento generado en 27/01/2023 02:38:20 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eszi9s5Z2bJPnyf49kuar9UBYpeC51GJrHU6FWqSM1CKHA?e=zda4UL
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eszi9s5Z2bJPnyf49kuar9UBYpeC51GJrHU6FWqSM1CKHA?e=zda4UL
mailto:j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00981-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   CENTRO DE ENSENANZA AUTOMOVILISTICA MANEJANDO CUS LIMITADA  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 06 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00981. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

mailto:j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00981-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   CENTRO DE ENSENANZA AUTOMOVILISTICA MANEJANDO CUS LIMITADA  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE BARRANQUILLA,  en atención a que el  presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica
CENTRO DE ENSENANZA AUTOMOVILISTICA MANEJANDO CUS LIMITADA, la cual tiene su domicilio
en la ciudad de Barranquilla, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación
Legal expedido por la Cámara de Comercio de Barranquilla.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EtyzmTuKpNlNicwqKjR3kwEBKYpoPzskGbcMr6ULsp33-w?e=dx3RYn

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 06 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00982. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE ITAGÜÍ,  atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE ITAGÜÍ, en atención a
que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica COOPERATIVA MULTIACTIVA PARA
LA EDUCACION INTEGRAL,  la cual tiene su domicilio en el Municipio de Itagüí, tal y como se encuentra
acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio Aburra
Sur. 

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE ITAGÜÍ.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ep1jFB8PQLRItlX88UR46e4BK9MFSUCBwXf6eZVgcnB2ww?e=GcALTy

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 06 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00985. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  SANTA  MARTA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE SANTA MARTA,  en atención  a  que el  presente  proceso  se  está  adelantando contra  la  persona jurídica
INTEGRAL  LIMITADA,  la  cual  tiene  su  domicilio  en  la  ciudad  de  Santa  Marta,  tal  y  como  se  encuentra
acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Santa
Marta para el Magdalena.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE SANTA MARTA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EsJE4qOHIK5OgELhQchvvXsBdMvk95yOr16AhAziHQjRoA?e=RiVLxT

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00988-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   CONSTRUCCIONES Y TRANSPORTES JORGE LUIS CUENTAS S.A.S  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 06 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00988. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  CARTAGENA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00988-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   CONSTRUCCIONES Y TRANSPORTES JORGE LUIS CUENTAS S.A.S  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00988-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   CONSTRUCCIONES Y TRANSPORTES JORGE LUIS CUENTAS S.A.S  

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00988-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   CONSTRUCCIONES Y TRANSPORTES JORGE LUIS CUENTAS S.A.S  

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE  CARTAGENA,  en  atención  a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica
CONSTRUCCIONES Y TRANSPORTES JORGE LUIS CUENTAS S.A.S, la cual tiene su domicilio en la ciudad
de  Cartagena,  tal  y  como  se  encuentra  acreditado  con  el  Certificado  de  Existencia  y  Representación  Legal
expedido por la Cámara de Comercio de Cartagena.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CARTAGENA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EvI6gEBvdMxIlYQ18FutoVYBC56NIXkuOm_1BF1oHLM9_Q?e=2Mznfx

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00991-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   SAMYL S. A. S  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  12 de diciembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 07 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00991. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  MANIZALES.,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00991-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   SAMYL S. A. S  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE  MANIZALES,  en  atención  a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica
SERVICIOS AUXILIARES DE MANTENIMIENTO Y LIMPIEZA COLOMBIA SAS, la cual tiene su domicilio
en la ciudad de Manizales, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación
Legal expedido por la Cámara de Comercio de Manizales.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE MANIZALES.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EgB1ZlWb2YhGkr81poNzVrgBDtxI1KLsJenLaLSOUE-zrg?e=lomizQ

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00992-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   COOPERATIVA MULTIACTIVA DE TAXISTAS Y TRANSPORTADORES UNIDOS  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 07 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00992. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BUCARAMANGA.,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE BUCARAMANGA,  en atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica
GESTIONES  Y  SUMINISTROS  GESTIONAMOS  S.A.S,  la  cual  tiene  su  domicilio  en  la  ciudad  de
Bucaramanga,  tal  y  como  se  encuentra  acreditado  con  el  Certificado  de  Existencia  y  Representación  Legal
expedido por la Cámara de Comercio de Bucaramanga.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BUCARAMANGA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Engf2FXgT9NEpDVFlDcBoCUBQoUUY6Rcwv4jxIf3gFrgwQ?e=0JboFK

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 07 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00993. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE CARTAGENA,  atendiendo el  domicilio  de  la
entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE  CARTAGENA,  en  atención  a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica
COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO FINANCIERA COAGROSUR,  la cual tiene su domicilio en el
municipio  de  Santa  Rosa del  Sur en el  departamento de Bolívar,  tal  y  como se  encuentra acreditado con el
Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Aguachica.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE CARTAGENA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Etqgm5Il5olMjtZfPBdgNkcBOAd2TaO08wHWTleyPf9H-g?e=iJ1qOW

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 07 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00994. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA, atendiendo el domicilio de la
entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

mailto:j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00994 00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   GASCARIBE S.A E.S. P  

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA, en
atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica GASCARIBE S.A E.S. P, la cual
tiene  su  domicilio  en  la  ciudad  de  Barranquilla,  tal  y  como  se  encuentra  acreditado  con  el  Certificado  de
Existencia  y Representación Legal  expedido por  la  Cámara de Comercio  de Barranquilla,  y  el  monto de las
pretensiones es superior a los 20 SMMLV. 

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
ErazkRya091PqBWhyQLQ5ngBlZV1j-0VgT-e4w7OaQsmUw?e=1GQSHm

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 07 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00996. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE SINCELEJO, atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00996-00
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para  tramitar  el  presente  proceso  son  los  JUZGADOS LABORALES  DEL CIRCUITO DE  SINCELEJO,  en
atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica CONSTRUCCIONES CIVILES
E INFORMATICA S.A.S, la cual tiene su domicilio en el Municipio de San Marcos ubicado en el departamento
de SUCRE, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido
por la Cámara de Comercio de Sincelejo.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE SINCELEJO.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EgTWDew9rB5AjXgnJ1Tmv4EBS22rylBwvyV9FvGt6WOLUg?e=V671ON

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00997-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   COLOMBIANA DE SERVICIOS INDUSTRIALES C.S.I. SAS  

SECRETARIAL:  Bogotá  D.C  12  de  diciembre  de  2022. Al  despacho  informando  que  el  presente  proceso
correspondió por reparto del día 08 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo el No
2022-00997.  Así  mismo,  que se  encuentra  pendiente  por  resolver la  admisión  del  presente  proceso  ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  CARTAGENA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00997-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   COLOMBIANA DE SERVICIOS INDUSTRIALES C.S.I. SAS  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE  CARTAGENA,  en  atención  a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica
COLOMBIANA  DE  SERVICIOS  INDUSTRIALES  C.S.I.  SAS,  la  cual  tiene  su  domicilio  en  la  ciudad  de
Cartagena, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido
por la Cámara de Comercio de Cartagena.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CARTAGENA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ek7eVWxj7DFDhZRBgNj0uDUB2jWsshzOBuKXmI6io9wbDQ?e=a8RP5R

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

RAMA JUDICIAL
           JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ
 

Esta providencia se notificó por Estado No 02 del 30 de enero de 2023
SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ

SECRETARIA

Firmado Por:

Diana Marcela Aldana Romero

Juez Municipal

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 1

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ab6f23f6943fc4f921b31d67961f1a3fad48ebaed8445d1a80447790bd2d3a35

Documento generado en 27/01/2023 02:38:30 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ek7eVWxj7DFDhZRBgNj0uDUB2jWsshzOBuKXmI6io9wbDQ?e=a8RP5R
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ek7eVWxj7DFDhZRBgNj0uDUB2jWsshzOBuKXmI6io9wbDQ?e=a8RP5R
mailto:j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00998-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   AGUAS DE MANIZALES S.A. E.S.P  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 09 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00998. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  MANIZALES,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00998-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   AGUAS DE MANIZALES S.A. E.S.P  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00998-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   AGUAS DE MANIZALES S.A. E.S.P  

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00998-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   AGUAS DE MANIZALES S.A. E.S.P  

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE MANIZALES, en atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica AGUAS
DE MANIZALES S.A. E.S.P,  la cual  tiene su domicilio  en la ciudad de Manizales,  tal  y como se encuentra
acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal  expedido por la Cámara de Comercio de
Manizales por Caldas.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE MANIZALES.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/Epyf-
LVmFh5OgvzHY9tdbaQBoQb2iMMYPvmdunb9ng-XAQ?e=7gwvH6

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-00999-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   COOPERATIVA DE TRANSPORTADORES FLOTAX DUITAMA  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 12  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 09 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-00999. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso es el JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE DUITAMA., atendiendo el
domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso al JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE
DUITAMA.,  en  atención  a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica
COOPERATIVA DE TRANSPORTADORES FLOTAX DUITAMA, la cual tiene su domicilio en la ciudad de
Duitama, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido
por la Cámara de Comercio de Duitama.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO: ENVIAR a la Oficina Judicial - Reparto para que el presente proceso sea repartido a los JUZGADOS
MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE DUITAMA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EqA72zosNJhGjkbgH_SIt1wB_ppnYMYi6SpiQPySOI2Cgw?e=q0rr2C

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01008. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, atendiendo el domicilio de la
entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, en
atención a que el presente proceso se está adelantando contra del MUNICIPIO DE MESETAS en el departamento
del Meta. 

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EgROEBjAql1LhuAer8BKNXIBjo5s9ouzd8xJ0yKtN2j99w?e=g51SvT

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01010. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son los  JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE BARRANQUILLA, en atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica SYM
ASESORIAS Y SOLUCIONES EMPRESARIALES SAS, la cual tiene su domicilio en la ciudad de Barranquilla,
tal  y  como se  encuentra acreditado con el  Certificado de Existencia  y Representación Legal  expedido por la
Cámara de Comercio de Barranquilla.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EpI_sJLU181Dpk_vzcEOgwIBZCk3xB3xjqt4Ee8Rz5Pl6w?e=UoQiSS

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01014-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: VICTOR PALOMINO MARTINEZ

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01014. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CA USAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MIUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  CARTAGENA.,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01014-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: VICTOR PALOMINO MARTINEZ

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE CARTAGENA,  en atención a que el presente proceso se está adelantando contra  VICTOR PALOMINO
MARTINEZ, el cual tiene su domicilio en la ciudad de Cartagena, tal y como se encuentra acreditado con el
Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Cartagena.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MIUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CARTAGENA.

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Esqq46NRlcdAjemLTPkEf4EBK3OJRuQ5LHYIUcURL0gecQ?e=Q8O9PM

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01015-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   Cuerpo de Bomberos Voluntarios Viterbo Caldas  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  09 de diciembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 05 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01015. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer. 

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  LABORALES  DEL  CIRCUITO  DE  MANIZALES,  atendiendo  el  domicilio  de  la
entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01015-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   Cuerpo de Bomberos Voluntarios Viterbo Caldas  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01015-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar  el  presente proceso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE MANIZALES,  en
atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica  CUERPO DE BOMBEROS
VOLUNTARIOS VITERBO CALDAS, la cual tiene su domicilio en el Municipio de Viterbo en el Departamento
de Caldas. 

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE MANIZALES. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EnuR0VkrCxpLuBXj7xskK3oBBWslrXzR6ZGBIBZwInF8aA?e=jBRSaV

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01016-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   Municipio De Pueblo Rico  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C.,  14 de diciembre de 2022. Al despacho informando que el presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01016. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE PEREIRA,  atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01016-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   Municipio De Pueblo Rico  

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01016-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   Municipio De Pueblo Rico  

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01016-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutado:   Municipio De Pueblo Rico  

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE PEREIRA, en atención
a que el presente proceso se está adelantando contra el MUNICIPIO DE PUEBLO RICO en el departamento de
Risaralda.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE PEREIRA. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/EuYKfY-_-
8FNiF6P5Gce3B0BPPKxHz14dDDVoiL0IgRbJg?e=uXliNN

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01018-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: ASOCIACION DE TRANSPORTADORES DE SEVILLA S.A

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01018. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE TULUA,  atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01018-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: ASOCIACION DE TRANSPORTADORES DE SEVILLA S.A

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01018-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: ASOCIACION DE TRANSPORTADORES DE SEVILLA S.A

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01018-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: ASOCIACION DE TRANSPORTADORES DE SEVILLA S.A

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE TULUA, en atención a
que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  ASOCIACION  DE
TRANSPORTADORES DE SEVILLA S.A, la cual tiene su domicilio en el Municipio de Sevilla, tal y como se
encuentra  acreditado  con  el  Certificado  de  Existencia  y  Representación  Legal  expedido  por  la  Cámara  de
Comercio de Sevilla.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE TULUA. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EpPSuU8O1LRPgJfQ6wjhKKYBhAtb2HZa_Ps1ECULPIk4PQ?e=ESWTda

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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ORDINARIO No. 110014105001 2022-01019-00
Demandante: Maria Elcy Bejarano Espinosa
Demandado:   Colpensiones  

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  14  de  diciembre  de  2022.  Al  despacho  informando  que  el  presente  proceso
correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo el No 2022-001019.
Sírvase proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, el Despacho dispone:

PRIMERO: RECONOCER personería para actuar a GERMAN FERNANDO GUZMÁN RAMOS con C.C. No 1.023.897.303 y
T.P No. 256.448 del C.S. de la J, como apoderado de MARIA ELCY BEJARANO ESPINOSA, de conformidad con el poder
conferido.

SEGUNDO: ADMITIR LA DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA promovida por MARIA ELCY
BEJARANO  ESPINOSA con  C.C.  No.  51.699.346  contra  la  ADMINISTRADORA  COLOMBIANA  DE  PENSIONES  –
COLPENSIONES, como quiera que se encuentran reunidos los requisitos de que trata el artículo 25 del C.P.T. y S.S. 

TERCERO: NOTIFICAR el contenido del presente auto a COLPENSIONES efectuando el envío digital de la demanda y sus
anexos junto con esta providencia. 

CUARTO: REQUERIR  a  COLPENSIONES  a fin  de que  allegue  copia  del  expediente  administrativo  de  MARIA ELCY
BEJARANO ESPINOSA con C.C. No. 51.699.346.

QUINTO  :   NOTIFICAR la  existencia  del  presente  proceso a  la  AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL
ESTADO, de conformidad con lo previsto artículo 612 del Código General del Proceso.

SEXTO  :   ELABORAR por  Secretaría  los  oficios  y  las  notificaciones  correspondientes  a  la  ADMINISTRADORA
COLOMBIANA  DE  PENSIONES  –  COLPENSIONES y  a  la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL
ESTADO, de conformidad con el artículo 8° de la Ley 2213 del 2022. 

SÉPTIMO:  Una vez surtida las respectivas  notificaciones,  ingresar  las diligencias  al  despacho para fijar  fecha y hora de
audiencia de que trata el artículo 72 del C.P.T y S.S.

OCTAVO: ADVERTIR a las partes que en virtud del artículo 3° de la Ley 2213 de 2022, todos los memoriales y/o actuaciones
que sean remitidos de manera digital a este estrado judicial deberán simultáneamente remitirse con copia a la dirección de
notificaciones judiciales de la contraparte. 

NOVENO  :   PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EjujxwVAYZtLgJzh135v8FIBOaFET8aGiYrP3jeQCJkRmg?e=u5nvQv

Se aclara que el  anterior  enlace se  mantendrá actualizado con los  memoriales  allegados por las partes y las  actuaciones
surtidas dentro del proceso. 

DÉCIMO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual también deberá
ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01020-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: EMPRESAS PUBLICAS DE TERUEL S.A ESP

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01020. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los  JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE NEIVA,  atendiendo el domicilio  de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.

Jaime
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01020-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: EMPRESAS PUBLICAS DE TERUEL S.A ESP

La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01020-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: EMPRESAS PUBLICAS DE TERUEL S.A ESP

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Jaime
Correo electrónico: j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Celular - Whatsapp: 313 2222129

mailto:j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01020-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE NEIVA, en atención a
que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica EMPRESAS PUBLICAS DE TERUEL S.A
ESP, la cual tiene su domicilio en el Municipio de Teruel en el departamento del Huila, tal y como se encuentra
acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal  expedido por la Cámara de Comercio de
Huila.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE NEIVA. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ej_EHLWvFLtDjIGTwbzf_G0BF_WR-dNAx5cnnSrR8NspmA?e=GJa4mr

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01021-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: SERVIJOB S.A

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01021. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE MEDELLÍN, atendiendo
el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE MEDELLIN, en atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica SERVIJOB
S.A, la cual tiene su domicilio en la ciudad de Medellín, tal y como se encuentra acreditado con el Certificado de
Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE MEDELLÍN. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Eo1DuBEUGpdFv_K9Nol6GjIBlGe2lErPxurzmvh3G0Y0iA?e=vMaTq9

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 12 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01022. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso son los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, atendiendo el domicilio de la entidad
ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.

Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 
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En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para  tramitar  el  presente  proceso  son  los  JUZGADOS  LABORALES  DEL  CIRCUITO  DE  MEDELLÍN,  en
atención a que el presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica CADENA S A, la cual tiene su
domicilio en el Municipio La Estrella en el Departamento de Antioquia, tal y como se encuentra acreditado con el
Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Aburra Sur.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO:  ENVIAR a  la  Oficina  Judicial  -  Reparto  para  que  el  presente  proceso  sea  repartido  entre  los
JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN. 

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
EgWrnKoutX5MgjKGBXD4YqQB5_FAmCvNVDwM5SRMWx1O0w?e=rnzpVU

Se aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01023-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada:   Tramites y Servicios Facilitamos SAS  

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022. Al  despacho  informando  que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 13 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01023. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECONOCER personería a la sociedad LITIGAR PUNTO COM S.A.S, como apoderada de la parte
ejecutante, en los términos y para los efectos del poder conferido.

SEGUNDO: LIBRAR  MANDAMIENTO  DE  PAGO en  favor  de  la  ejecutante SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  S.A  y  en  contra  de  la
ejecutada TRAMITES  Y  SERVICIOS  FACILITAMOS  SAS  con  NIT  901105952, por  los  conceptos  que  se
relacionan a continuación:

 Por la suma de $ 2.955.897, por concepto de capital de la obligación a cargo del empleador por aportes en
pensiones obligatorias, conforme a la liquidación que obra a folios 10 al 11 del archivo No. 02 del expediente
digital. 

 Por los intereses moratorios sobre los aportes en pensiones obligatorias, desde el momento en que se hizo
exigible cada cotización, hasta que se verifique su pago, liquidación que deberá realizarse de conformidad
con el artículo 23 de la Ley 100 de 1993, aplicable en virtud del artículo 210 ídem, el artículo 28 del Decreto
692 de 1994, el artículo 12 de la Ley 1066 de 2006, Ley 1607 de 2012, circular 03 de 2013 DIAN y las demás
normas que regulan estos intereses

 Por las costas del proceso ejecutivo que eventualmente se llegaren a generar dentro del presente proceso.  

Lo anterior teniendo en cuenta que,  el artículo 100 del C.P.T. y S.S.,  indica que  “será exigible ejecutivamente el
cumplimiento de toda obligación originada en una relación de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del
deudor o de su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral en firme.”  Adicionalmente, en virtud del artículo
422 del C.G.P, aplicable en materia laboral por integración analógica, la obligación perseguida debe ser clara,
expresa y exigible, para poder ser demandada ejecutivamente. 

Así mismo que, respecto de la ejecución para el cobro de aportes a pensión, el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 ha
dispuesto que:

“ARTICULO 24.-  ACCIONES DE COBRO.  Corresponde a  las  entidades  administradoras  de  los  diferentes
regímenes adelantar  las  acciones  de  cobro  con motivo del  incumplimiento  de  las  obligaciones  del  empleador de
conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la
cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo”

En ese mismo tenor, el artículo 2.2.3.3.8. del Decreto 1833 de 2016 anteriormente mencionado establece que el
fondo  de  pensiones  deberá requerir  en  mora  al  empleador,  quien cuenta  con  quince  días  a  fin  de  que  se
pronuncie  sobre las  cotizaciones  que  no se  han realizado.  Así  mismo,  que  en  caso  de guardar  silencio  la
administradora de pensiones deberá elaborar la liquidación que prestará mérito ejecutivo.    
 
Aplicado lo anterior al presente caso, se encuentra acreditado que la  ADMINISTRADORA DE FONDOS DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR SA envió a la ejecutada TRAMITES Y SERVICIOS FACILITAMOS
SAS, el requerimiento por concepto de las cotizaciones a pensiones, tal y como se evidencia con la documental
enviada por empresa de mensajería a la dirección facilitamoshr@outlook.com, el día 05 de septiembre de 2022 y
que el mismo fue recibido según el certificado de entrega emitido por la empresa de mensajería el día 05 de
septiembre de 2022.
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Así mismo se evidencia que no se obtuvo respuesta por parte del empleador dentro de los 15 días siguientes, por
lo que el  día 13 de diciembre de 2022,  se inició la  acción ejecutiva,  tal  y  como consta  en el  acta de reparto
correspondiente.  

Así las cosas, es claro que el fondo ejecutante acreditó los requisitos legales para poder exigir a través de esta vía
judicial los aportes en pensiones obligatorias, conforme a la liquidación que obra a folios 10 al 11 del archivo No.
02 del expediente digital. 

TERCERO: DECRETAR las medidas cautelares solicitadas consistentes en el decreto y embargo de las cuentas
corrientes, de ahorros o a cualquier título bancario o financiero a las entidades bancarias de conformidad con el
artículo 599 del Código General del Proceso. En consecuencia, se dispone el EMBARGO Y RETENCION de los
dineros que posea o llegare a poseer la ejecutada.

Por lo anterior, OFICIAR a las centrales de riesgo EXPERIAN COLOMBIA SA y TRANSUNIÓN – CIFIN SA para
que brinden información respecto de las entidades bancarias (cuentas corrientes, cuentas de ahorros y/o CDT) en
las que se encuentre registrado la ejecutada TRAMITES Y SERVICIOS FACILITAMOS SAS con NIT 901105952.

Por Secretaría, librar y tramitar el oficio respectivo de conformidad con el artículo 8° de la Ley 2213 del 2022.  

 
Una vez el despacho cuente con información de las cuentas bancarias de la ejecutada, se ORDENA por Secretaría
ELABORAR los oficios  correspondientes dirigidos a las entidades bancarias  informadas por las centrales de
riesgo. 

En los oficios deben realizarse las advertencias dispuestas en el numeral 10 del artículo 593 del Código General
del Proceso y 1387 del Código de Comercio, y se indicará que, en caso de aplicar el embargo en una cuenta de
ahorros,  deberán  tenerse  en  cuenta  los  límites  de  inembargabilidad  dispuestos  por  la  Superintendencia
Financiera. 

Adicionalmente, deberá indicarse que la presente medida persigue el pago de obligaciones de NATURALEZA
PENSIONAL por lo que deberá precisarse la naturaleza de los recursos que maneja dicha entidad.

CUARTO:  Tener por prestado el juramento previsto en el artículo 101 CPT y SS, conforme a la manifestación
realizada en el escrito de la demanda ejecutiva.

QUINTO: LIMITAR las presentes MEDIDAS CAUTELARES en la suma de $ 6.750.000.

SEXTO: Para adelantar el trámite de la NOTIFICACIÓN, la parte ejecutante podrá optar por una de estas dos
alternativas de notificación:  
 
i) adelantar el trámite previsto en los artículos 291 y 292 del CGP, para dar por surtido este trámite. 
 
Si la parte ejecutada no comparece a notificarse de la demanda con el envío del citatorio, la parte ejecutante
deberá enviar, sin necesidad de autorización previa, el aviso de que trata el artículo 292 del CGP, atendiendo a los
formatos publicados para tal fin en la página web del despacho https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n   

ii)  adelantar el trámite del artículo 8° de la ley 2213 del 13 de junio de 2022, que estableció como legislación
permanente el Decreto 806 de 2020, para lo cual  deberá efectuar el envío de la notificación a la dirección de
notificaciones judiciales de la parte ejecutada, acreditando los siguientes requisitos: 
 
1. El envío de la providencia a notificar, esto es, el auto admisorio de la demanda y la presente providencia. 

2. El envío del traslado y los anexos de la demanda en su totalidad. 

3. El informe de la manera en que obtuvo el correo de la parte ejecutada cuando esta última no posea certificado
de existencia y representación legal o registro mercantil. 

4. La  remisión  de  la  notificación  con copia  al  correo  electrónico  del
despacho j01lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

5. Acreditar la trazabilidad del mensaje que permita colegir que la parte ejecutada dio acuse de recibo a la
notificación enviada o se pueda constatar que sí accedió al mensaje. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto por
la Corte Constitucional en Sentencia C-420 de 2020 que declaró exequible de manera condicionada el inciso 3º
del artículo 8° del Decreto 806 de 2020.    
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6. En caso de que la dirección de notificación judicial electrónica de parte demanda no se encuentre registrada
en Cámara y Comercio o en el Registro Mercantil, el ejecutante deberá realizar la advertencia dispuesta en el
inciso 3° del artículo 29 del CPT y de la SS.    

SÉPTIMO: ADVERTIR  a la parte ejecutada que DISPONE de un término de DIEZ (10) DÍAS HÁBILES para
proponer  excepciones  que  a  bien  tenga,  solicitar  pruebas  y  manifestar  lo  que  considere  en  defensa  de  sus
intereses. Igualmente, conforme a lo estipulado en el artículo 431 del C.G.P., concomitante al término señalado
anteriormente, disponen de cinco (5) días hábiles para cancelar la obligación por la cual se le ejecuta.

OCTAVO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
Ern5c2aYAthMiHL7dT_R15EBu-iafDCLk90W9GkjFiImWQ?e=U1t4XR

NOVENO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también  deberá  ser  publicado  en  la  página  de  la  Rama  Judicial:
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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EJECUTIVO No. 110014105001 2022-01024-00
Ejecutante: Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
Ejecutada: Patólogos Asociados De Sucre LTDA

INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C 14  de  diciembre  de 2022.  Al  despacho  informando que el  presente
proceso correspondió por reparto del día 13 de diciembre de 2022 a través de la Oficina Judicial, y se radicó bajo
el No 2022-01024. Así mismo, que se encuentra pendiente por resolver la admisión del presente proceso ejecutivo
laboral. Sírvase Proveer.

SANDRA CAROLINA MORENO HERNÁNDEZ
SECRETARIA

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023)

De conformidad con el informe secretarial que antecede, este despacho DISPONE:

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por carecer de competencia en razón al factor territorial, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 5 del C.P.T. y S.S dado que, las autoridades competentes para conocer el presente
caso  son  los  JUZGADOS  MUNICIPALES  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE  SINCELEJO,
atendiendo el domicilio de la entidad ejecutada.

Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho considera que no es competente para conocer de este
asunto,  es importante resaltar  que,  en asuntos similares  al  aquí  planteado, el criterio de la Sala  de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia permitiría concluir que, en aplicación del artículo 110 del CPTSS, este
Despacho sería competente para conocer del presente asunto, por ser Bogotá el domicilio de la ejecutante, tal y
como lo ha establecido entre otros en auto No. AL 3984 de 2022, en los siguientes términos: 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el Juzgado Décimo Municipal de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  y  el  Juzgado  Tercero  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El  primero  indica  que,  en virtud de  lo  establecido  por  esta  Corporación  en el  auto  CSJ AL2940-2021,  la
normativa aplicable es el artículo 110 del  CPTSS y, en consecuencia,  el conocimiento de las diligencias le
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo,
en  sustento  de  la  misma  providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una  adecuada
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue ejercido por la parte ejecutante,
referente al lugar donde se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición de la liquidación de los
aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación
de la norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en los procesos en los que la
competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde
se haya prestado el  servicio,  la  parte demandante,  a  efectos  de fijar la competencia,  tiene la posibilidad de
escoger libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la jurisprudencia y
doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de un lugar de prestación de
servicios, visto desde la óptica de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado
fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de
acuerdo al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo que consagre de manera
clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo
cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de
la Seguridad  Social,  la  regla que se  adapta  es  la  establecida  en  su artículo  110,  puesto  que  determina la
competencia del juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los
derechos  a  la  seguridad  social  de  los  afiliados  a  través  del  cobro  ejecutivo  a  los  empleadores  de  aquellas
cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. De las ejecuciones de que
trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto
Colombiano  de  Seguros  Sociales  o  de  la  caja  seccional  del  mismo,  que  hubiese  proferido  la  resolución
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el aplicable al caso, porque para la
época de expedición del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad
administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley
100 de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo integran, sin que se
determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-
2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al sistema, la competencia radica en
el juez del lugar del domicilio de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el
título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-
2022. 

Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la demanda del expediente digital
(folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías
Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa misma ciudad. 

Por consiguiente, la competencia radica en el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá y allí  se devolverán las presentes diligencias,  para que se surta el  trámite respectivo;  asimismo, se
informará lo resuelto Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

No obstante,  este despacho de manera respetuosa se permite manifestar  que no comparte el  criterio de esta
máxima corporación, y considera que la competencia debería analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5
del CPTSS, en consideración a los motivos que a continuación se exponen:

1. No se evidencia una razón contundente para que, en asuntos como el presente, resulte aplicable el artículo
110 del C.P.T y de la S.S,  norma que hace parte de la redacción original del Decreto 2158 del año 1948,
anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual
permite entender la motivación del legislador de proteger a la entidad, al permitirle acudir al juez laboral de
su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador ejecutado.

No  obstante,  el  Instituto  de  Seguros  Sociales  hoy  se  encuentra  extinto,  y  fue  reemplazado  por  la
Administradora  Colombiana  de  Pensiones  –  Colpensiones,  entidad  que  tiene  presencia  en  los  32
departamentos del país, los cuales cuentan, cada uno de ellos, con al menos un juez laboral.

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad,  dado que estas  operan en la  totalidad del  territorio  nacional,  con el  fin  de  garantizar  a los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de
1993.  

2. Si bien la Corte indica que esta norma privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los
recursos de la misma,  no son claras las razones por las cuales es más eficaz la protección del derecho a la
Seguridad Social  al  permitirles a las administradoras del RAIS demandar en un domicilio  extraño al del
empleador ejecutado que adeuda los aportes; incluso con esto se desconoce que, las AFP tienen la capacidad
para demandar en cualquiera de los municipios en los que tiene operación y en los que afilia empleadores y
trabajadores, y adelanta todas las gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En virtud de lo anterior, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la seguridad social de
los trabajadores,  pasa por alto que los actuales Códigos de Procedimiento materializan como uno de los
pilares a la garantía del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio
del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS.
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Incluso, aunque el artículo 156 del CPACA permite en algunos casos que se demande en el domicilio del
demandante, esta posibilidad está condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente materializada esta forma de protección. 

En  este  punto,  es  pertinente  resaltar  las  consideraciones  que  tuvo  la  Corte  Constitucional  al  expedir  la
sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de
2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar
como juez competente el domicilio del demandante. Con esta sentencia queda claro que, ni siquiera para
proteger al trabajador, quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar
el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio. Al respecto la
Corte, precisó:  

“….este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar para los demandados en los
procesos laborales al obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su contraparte,
tendría sus principales repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art.
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).”

“…debe anotarse que sí existe en este caso una percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad
que para la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su
domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta
regla confiere el accionante,  independientemente de quién, empleador o trabajador,  ocupe uno u otro rol.
Incluso podrían existir percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial
en su conjunto…”

“…resulta difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra
localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente
solicitud  de  comisiones  a  los  funcionarios  judiciales  de  ese  otro  territorio,  circunstancia  que  además  de
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio de inmediación en
la práctica de las pruebas y la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan
contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  demandante  resulta  desproporcionado  en  los  clásicos
conflictos  laborales  del  trabajador  versus  empleador,  peor  resulta  en casos  como el  que aquí  se  debate
porque permite que entidades que operan en todo el país demanden en un lugar que muchas veces resulta
ajeno al domicilio del empleador moroso, dado que este no siempre tiene actividades en todo el territorio
nacional,  y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del empleador o al
menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del CPTSS en la forma como lo
ha indicado la Corte Suprema de Justicia desconoce la intención de la actual normatividad de garantizar en
debida forma el debido proceso al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado, o el
lugar donde se ejecuta la labor. 

3. De otra parte, el criterio de la Corte Suprema pasa por alto que actualmente el Régimen de Ahorro Individual
está administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías
Protección  S.A,  ii)  la  Sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv)  Skandia Pensiones y Cesantías S.A.,  entidades que tienen su
domicilio principal, la primera de ellas en la ciudad de Medellín y las restantes en la ciudad de Bogotá.

Aunado a lo anterior, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos Fondos de Pensiones se puede
observar que, en la gran mayoría de ellos, estas entidades adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones
en mora a  través  del  servicio  de correo electrónico  certificado,  situación que no permitiría establecer  con
claridad desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título ejecutivo.

Estas dos circunstancias conducen a que la gran mayoría de casos terminen siendo remitidos, en el caso de la
AFP Protección a la ciudad de Medellín, y en el caso de las otras tres AFP a la ciudad de Bogotá, lo cual
genera una congestión judicial innecesaria. 

Además, en gracia de discusión, aunque una administradora pensional llegue a agrupar la expedición de las
liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos en los
cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera,
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan
este tipo de requerimientos a los empleadores,  por lo cual  resulta desproporcionada la carga impuesta a
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algunos  despachos  judiciales  del  país  en  este  tipo  de  asuntos,  en  los  que  en  la  actualidad  recae  el
conocimiento de la mayoría de ellos.

Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales no debería aplicarse el artículo 110 del CTPSS, sino el
5 de esta misma normatividad, y revisadas las documentales del presente asunto, se colige que el juez competente
para tramitar el presente proceso son los JUZGADOS MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE  SINCELEJO,  en  atención  a  que  el  presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica
PATÓLOGOS ASOCIADOS DE SUCRE LTDA, la cual tiene su domicilio en el Municipio de Sincelejo, tal y
como se encuentra acreditado con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de
Comercio de Sincelejo.

En los términos anteriores  y en aras de evitar futuras nulidades y garantizar un acceso a la administración de
justicia de manera eficaz, este despacho, remitirá el presente asunto al juez competente por el factor territorial,
conforme a las razones expuestas.

SEGUNDO: ENVIAR a la Oficina Judicial - Reparto para que el presente proceso sea repartido a los JUZGADOS
MUNICIPALES DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE SINCELEJO

TERCERO: PONER  EN  CONOCIMIENTO el  expediente  digitalizado,  a  través  del  siguiente  enlace:
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j01lpcbta_cendoj_ramajudicial_gov_co/
ElTx12YukA9Eu97GvBrCdzABEDX3BT4zm6VAeRb9M_F1-w?e=h93MiI

Se  aclara que el  anterior  enlace se mantendrá actualizado con los memoriales  allegados por las  partes  y las
actuaciones surtidas dentro del proceso. 

CUARTO: ORDENAR que por secretaría se realice la notificación por estado en el Sistema Siglo XXI, el cual
también deberá ser publicado en la página de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
01-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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